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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 174/2026
ACTOR: 

**********, S.A. DE C.V.
AUTORIDADES DEMANDADAS: TITULAR DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE PROTECCIÓN CIVIL DEL H. AYUNTAMIENTO DE SOLEDAD DE GRACIANO SÁNCHEZ, S.L.P.
MAGISTRADA: LICENCIADA MARÍA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ.
SECRETARIO: LICENCIADO JUAN JOSÉ GARCÍA MORALES.
COLABORÓ: LICENCIADO LEÓN FERNANDO RODRÍGUEZ OROZCO.
San Luis Potosí, San Luis Potosí, a uno de julio de dos mil veintiséis. 

V I S T O, para resolver en definitiva el Juicio Contencioso Administrativo número 174/2026, y;
R E S U L T A N D O:
I. Demanda. Por escrito presentado ante este Tribunal, el veinte de febrero de dos mil veintiséis, compareció el C. **********, en su carácter de Administrador Único de la persona moral denominada “**********”, S.A. de C.V, a demandar al Titular de la Dirección General de Protección Civil del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, por la Nulidad del siguiente acto: 

“MULTA AMINISTRATIVA, de fecha **********, emitida por la Dirección General de Protección Civil Municipal de Soledad de Graciano Sánchez impuesta a mi administrada la persona moral colectiva denominada **********, S.A. de C.V. por la cantidad de $ **********”
II. Tramite del Juicio. A través del acuerdo de fecha veinticuatro de febrero del presente año se requirió al actor; enseguida por auto de veinte de marzo del año en curso se admitió a trámite la demanda, ordenando emplazar a la autoridad demandada; posteriormente, por auto del veintiuno de abril de esta anualidad se tuvo a la autoridad por contestando la demanda, se admitieron a las partes las pruebas que resultaron pertinentes, se concedió la suspensión al actor; y se fijaron las diez horas del doce de mayo de este año para celebrar la audiencia de ley. 
III. Audiencia Final. En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia de Ley, sin la asistencia de las partes; en la primer etapa de esta audiencia se dio cuenta con las constancias que integran el expediente; enseguida, en periodo de pruebas se desahogaron las documentales que fueron admitidas en juicio; en el mismo acto; se precisó que ninguna de las partes formuló alegatos, y; finalmente se dio por concluida la audiencia ordenando citar para resolver el presente asunto.    
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO. Competencia. A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, y 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal donde se ejerce jurisdicción, debido a la imposición una multa.

SEGUNDO. Legitimación de la Partes. De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.  
En tal sentido, la personalidad e interés jurídico de la parte actora quedó acreditada en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, 
 visible a fojas 23 del expediente en el que se actúa, ya que está dirigido a su persona, de lo que es inconcuso que le afecta su esfera jurídica y le asiste interés para combatir dicho acto administrativo, su personalidad se encuentra acreditada ya que compareció por conducto de ********** en su carácter de apoderado legal, visible a fojas 12 a la 16.
Tocante a la autoridad demandada; compareció en su representación a dar contestación a la demanda el Cmdte. ********** en su carácter de Titular de la Dirección de Protección Civil del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., quien para acreditar su calidad de cargo, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, 
 exhibió copia certificada de su nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 51 del expediente en que se actúa.
Las documentales de referencia adquieren valor probatorio pleno, con apoyo legal en el artículo 72, fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

TERCERO. Existencia del Acto Impugnado. En el presente asunto la parte actora controvierte el acto administrativo –visible a foja 23- referido anteriormente, cuya existencia queda plenamente demostrada con la copia certificada del mismo, que agrego la acciónate a su escrito de demanda, supralineas valoradas, y que además se corrobora por la demandada en vía de confesión expresa, 
 toda vez que al formular su contestación de demanda reconoce la emisión del referido acto.

CUARTO. Oportunidad de la Demanda. La demanda de nulidad se presentó dentro del plazo de treinta días a que se refiere el artículo 24 fracción I inciso a) del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; el cual dispone que: “el plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será de treinta días hábiles siguientes al en que surta efectos”, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución que se combata, y en el presente asunto, la actora en su demanda refiere que el acto impugnado le fue notificado el ocho de enero del año en curso; entonces el plazo de treinta días hábiles para presentar la demanda, le comenzó a correr a la parte actora a partir del día doce de enero y le feneció el veintitrés de febrero de esta anualidad, ello descontando los días inhábiles y suspensión de labores, acorde con lo establecido en el artículo 15 del Código Procesal Administrativo para el Estado; 
 por tanto es claro que si la actora ingreso su escrito inicial en este Tribunal el veinte de febrero de este año, es claro que presento su demanda dentro del término de treinta días hábiles señalados en el numeral 24 en estudio, del Código Procesal Administrativo para el Estado.
QUINTO. Litis. La materia de disenso en el presente juicio contencioso administrativo, estriba en dilucidar la legalidad o ilegalidad del acto impugnado, visibles a foja 23, emitido por la autoridad demandada.

SEXTO. Improcedencia y Sobreseimiento. Previo a entrar al estudio de fondo en el presente asunto, es necesario establecer si en el Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio.
En esta tesitura, del análisis realizado al ocurso de contestación de demanda, se observa planteo el sobreseimiento del juicio, acorde con lo dispuesto en la fracción II del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el estado, en virtud de que; no constituye un acto administrativo definitivo, sino una cotización o documento de carácter informativo. Asimismo, planteó falta de interés jurídico o legítimo, al sostener que no existe una afectación real y actual a la esfera jurídica de la parte actora.
Al respecto, a juicio de la suscrita Magistrada los planteamientos de improcedencia que hace la demandada resultan ser infundados; por un lado, y como ya se analizó con antelación en la presente sentencia, la actora acredito su interés jurídico acorde con lo dispuesto en los artículos 230 y 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado, 
 a través del propio acto impugnado, ya que es dirigido a la acciónate del juicio; y al no demostrarse que se actualice alguna hipótesis que impida legalmente se analice de fondo el presente asunto; máxime que es en ese análisis donde se determinara la legalidad o ilegalidad, en su caso, del acto controvertido, al ser ello es materia de estudio en el fondo del asunto. 
Sobre este tópico, orienta el anterior criterio y es aplicable, por analogía, en su parte conducente, la tesis cuyo rubro, contenido y datos de localización refieren: 
“JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. LAS CAUSAS DE IMPROCEDENCIA O SOBRESEIMIENTO QUE INVOLUCREN EL EXAMEN DE FONDO DEL ASUNTO DEBEN DESESTIMARSE (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE DURANGO VIGENTE EN 2016). De los artículos 169 a 171 de la Ley de Justicia Fiscal y Administrativa del Estado de Durango vigente en 2016 –actualmente abrogada–, se advierten las causas de improcedencia y sobreseimiento que imperan en el juicio contencioso administrativo, cuyo estudio es de orden público y de oficio, razón por la cual, su análisis amerita un estudio preferente, sea o no alegado por las partes. Sin embargo, las causas de improcedencia o sobreseimiento cuya argumentación se encuentra intrínsecamente ligada con el fondo del asunto deben desestimarse, pues su examen implicaría el análisis de la propia cuestión sometida a la potestad de la autoridad jurisdiccional.” TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO QUINTO CIRCUITO.

Por otro lado, la naturaleza jurídica del documento no puede determinarse únicamente por el título que le asignó la autoridad, sino por su contenido objetivo y por los efectos que genera frente al particular. En el caso, el documento no se limita a formular una estimación neutra o una propuesta de pago, sino que atribuye a la parte actora una infracción reglamentaria y fija una consecuencia económica concreta, bajo la denominación expresa de “multa”. 

Así, la causal planteada por la autoridad, consistente en que el documento sería meramente informativo y no impugnable, resulta infundada, pues el contenido material de la documental permite concluir que sí contiene una determinación administrativa, susceptible de control jurisdiccional.
A mayor abundamiento, el artículo 3º, fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí define el acto administrativo como la “declaración unilateral de voluntad externa, concreta y ejecutiva, emanada de la administración pública estatal o municipal, en ejercicio de las facultades conferidas por los ordenamientos jurídicos, que tiene por objeto crear, transmitir, modificar o extinguir una situación jurídica concreta, con finalidad de satisfacción del interés general”.
Bajo esa definición, la documental combatida contiene los elementos mínimos para ser considerada acto administrativo: ya que proviene de una autoridad municipal; se dirige a una persona moral determinada; exterioriza una voluntad administrativa concreta; califica un concepto como “multa por violación al Reglamento de Protección Civil”; y fija una cantidad líquida.
No es óbice precisar que, con independencia de lo anterior, de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

SÉPTIMO. Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora son visibles a fojas 3 a la 9 –escrito de demanda- del presente sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.” 

Y, en relación con la contestación de la demanda (visible a fojas 101 a 114), la autoridad básicamente vierte argumentos alegando que el acto impugnado que se analiza, no constituye un acto administrativo definitivo

OCTAVO. Estudio y Determinación de fondo. Una vez analizados los argumentos de disenso de las partes, en relación con el acto impugnada en este juicio; a juicio de la Suscrita Magistrada, los argumentos de disenso vertidos en el escrito de demanda, que en este acto se analizan, resultan esencialmente fundados y suficientes para declarar la nulidad total del acto impugnado.

Para una mejor comprensión resulta conveniente digitalizar el documento controvertido lo que se realiza enseguida:
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Ahora bien, no pasa inadvertido a esta juzgadora que la competencia es una cuestión de orden público que constituye una de las exigencias primordiales de todo acto de autoridad, al tratarse de un presupuesto procesal, conforme al artículo 16 Constitucional, por lo que, con independencia de lo esgrimido por la enjuiciante, su estudio es preferente y de oficio por parte del órgano Jurisdiccional que resuelve, ya que atañe a la correcta integración de un procedimiento que concluye con una resolución definitiva en la que se establecen cargas fiscales a un particular, este criterio encuentra apoyo, por analogía, en lo dispuesto en la tesis de Jurisprudencia VIII.3o. J/22, localizable en Tomo XXV, Abril de 2007, página 1377, del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, que en su rubro y contenido refiere:  
“COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. AL SER UN PRESUPUESTO PROCESAL CUYO ESTUDIO ES DE ORDEN PÚBLICO LAS SALAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEBEN ANALIZARLA DE OFICIO, SIN DISTINGUIR SI SE TRATA DE LA INDEBIDA, INSUFICIENTE O DE LA FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DE AQUÉLLA. De la interpretación de las tesis jurisprudenciales P./J. 10/94, 2a./J. 99/2006, 2a./J. 57/2001 y 2a./J. 115/2005, publicadas en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Octava Época, Número 77, mayo de 1994, página 12 y Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomos XXIV, julio de 2006; XIV, noviembre de 2001; y, XXII, septiembre de 2005, páginas 345, 31 y 310, respectivamente, de rubros: "COMPETENCIA. SU FUNDAMENTACIÓN ES REQUISITO ESENCIAL DEL ACTO DE AUTORIDAD."; "COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO DE NULIDAD. DEBE ANALIZARSE EN TODOS LOS CASOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA."; "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO."; y "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE."; se colige que cuando se analiza la competencia material, por grado o territorio de cualquier autoridad administrativa, entre las que se incluye a la fiscal, no cabe distinguir entre su falta o ausencia o una indebida o incompleta fundamentación, para que las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa estén obligadas a examinarla en forma oficiosa, toda vez que, como presupuesto procesal que atañe a la correcta integración de un procedimiento, es una cuestión de orden público, mayor aún en un procedimiento que concluye con una resolución definitiva que establece cargas fiscales a un particular. Lo anterior es así, ya que por imperativo del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos la autoridad que lleva a cabo un acto de molestia, tiene la ineludible obligación de justificar a plenitud que está facultada para hacerlo, lo cual implica necesariamente que cuenta con competencia para ello en los tres ámbitos mencionados, es decir, por razón de materia, grado o territorio, expresando en el documento respectivo el carácter con el que suscribe y el dispositivo, acuerdo o decreto que le otorgue dicha legitimación, aun en el supuesto de que la norma legal no contemple apartados, fracción o fracciones, inciso y subincisos, pues en tal caso, debe llegar incluso al extremo de hacer la transcripción correspondiente del precepto en que funde debidamente su competencia, toda vez que la garantía de fundamentación consagrada en el citado artículo 16, lleva implícita la idea de exactitud y precisión en la cita de las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para emitir el acto de molestia de que se trate, ya que sólo así podrá justificar si su actuación se encuentra dentro del ámbito competencial respectivo; de tal manera que si en un acto de molestia no se citan con exactitud y precisión las normas legales que facultan a la autoridad administrativa para afectar al gobernado, ese acto concreto de autoridad carece de eficacia y validez, en tanto que aquélla no proporcionó los elementos esenciales que permitan conocer si tiene competencia para incursionar en la esfera jurídica del particular, pues de lo contrario se le dejaría en estado de indefensión, toda vez que ignoraría cuál de todas las normas legales que integran el texto normativo es la específicamente aplicable a la actuación del órgano del que emana y en ese sentido, aun cuando la indebida, insuficiente o falta de fundamentación de la competencia de la autoridad generan la ilegalidad de la resolución administrativa en términos de la fracción II del artículo 238 del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, cuyo contenido sustancial se reproduce en la fracción II del artículo 51 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, relativa a la omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes; conforme al contenido y alcance del penúltimo párrafo de ese numeral, coincidente con el penúltimo párrafo del invocado artículo 51, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa están obligadas a examinarla de oficio, al resultar ilegal el acto combatido, precisamente por la actuación o intervención de una autoridad que no acreditó tener competencia. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL OCTAVO CIRCUITO. (Registro digital: 172812)”
Sobre este tema cobra relevancia, por analogía y en su parte conducente, lo contenido en la Tesis Asilada II.3o.A.55 A (10a.), localizada en el registro digital: 2003589, del Semanario Judicial de la Federación, que dispone: 
“INCOMPETENCIA DE LA AUTORIDAD DEMANDADA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. REGLAS PARA SU ESTUDIO CONFORME A LOS ARTÍCULOS 50, SEGUNDO PÁRRAFO Y 51, PENÚLTIMO PÁRRAFO, DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO RELATIVO, ANTES DE LA REFORMA A ESTE ÚLTIMO, PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 10 DE DICIEMBRE DE 2010 (APLICACIÓN DE LAS JURISPRUDENCIAS 2a./J. 9/2011 Y 2a./J. 218/2007). De acuerdo con la ejecutoria dictada en la contradicción de tesis 294/2010, de la que derivó la jurisprudencia 2a./J. 9/2011 y la solicitud de aclaración de ésta (2/2011), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, y conforme a los artículos 50, segundo párrafo y 51, penúltimo párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, antes de la reforma a este último, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 10 de diciembre de 2010, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa están obligadas a estudiar, preferentemente, la incompetencia de la autoridad demandada en el juicio contencioso administrativo, en dos casos: a) Cuando el actor plantee conceptos de impugnación relativos al tema, los que incluso deberán analizarse en un orden apropiado, comenzando por los que conlleven la obtención de los mayores beneficios para el demandante (incompetencia material, por ejemplo) y posteriormente, estudiar, los que puedan implicar menores beneficios (falta de fundamentación de la competencia, por ejemplo) hasta agotar el análisis respectivo, y b) Cuando, a pesar de no haberse planteado, la Sala Fiscal deba pronunciarse oficiosamente al respecto, siempre que en ese aspecto existan planteamientos que pudieran resultar fundados, lo que significa, acorde con la diversa jurisprudencia 2a./J. 218/2007, que si en la demanda de origen no existen agravios en los que se exponga la incompetencia y la Sala Fiscal tampoco se pronuncia oficiosamente al respecto, deberá entenderse que tácitamente, con su silencio, estima que es competente la autoridad demandada para emitir el acto controvertido, pues si efectivamente fuere incompetente, entonces así lo habría declarado de oficio, de todo lo cual se sigue que si la Sala Fiscal no se pronuncia expresamente sobre la incompetencia de la autoridad demandada y con ello le reconoce tácitamente como competente, entonces su decisión implícita solo podrá considerarse constitucionalmente válida si, en verdad, no existe argumento alguno de incompetencia que sea fundado, aspecto que debe ser cuidadosamente controlado en amparo, razón por la cual los Tribunales Colegiados deben verificar que las decisiones expresas o tácitas en materia de incompetencia de dicha demandada efectivamente sean correctas.  TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO.”
Del análisis del acto impugnado –multa- es inconcuso que la autoridad no cita precepto legal alguno que otorgue competencia material, territorial o funcional a dicha autoridad para imponer multas por infracciones al Reglamento de Protección Civil del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.

Tampoco se identifica el artículo, fracción, inciso o subinciso que faculte al servidor público que emitió o suscribió la documental para determinar la infracción, cuantificar la multa y exigir una cantidad líquida a cargo de la parte actora. Además, de que el mismo funcionario no se identificó en ningún momento.

Cabe mencionar, que la sola existencia de un membrete, sello o firma no sustituye la obligación de fundar expresamente la competencia en el propio acto de molestia, pues la competencia no puede presumirse ni inferirse por el particular a partir del nombre de la dependencia, ya que se trata de un presupuesto esencial de validez, por lo que la autoridad debía señalar con precisión la norma jurídica que le permitía actuar en la forma en que lo hizo, especialmente porque el acto tiene naturaleza sancionadora y afecta la esfera jurídica de la parte actora.
Independientemente de lo anterior, cabe referir que, ha sido criterio reiterado de nuestros Tribunales Federales que conforme a lo dispuesto por el artículo 16 Constitucional, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el siguiente criterio jurisprudencial, que consagra lo siguiente:

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.”

Así mismo, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sustentó la jurisprudencia con número de registro 238212, visible en la página 143 del tomo 97-102, Tercera Parte, del Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, que dice:
"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

De tal suerte, la exposición de las circunstancias especiales o causas inmediatas que se hayan tenido en cuenta para la emisión del acto de molestia, así como de los preceptos aplicables al caso, garantizan que el afectado pueda conocer plenamente las razones en las que se funda el acto de autoridad, de manera que se encuentre en condiciones de defenderse adecuadamente.
Sirve de criterio orientador, por analogía, la Jurisprudencia 1a./J. 20/2001, cuyos datos de localización, rubro y contenidos son los siguientes:      

“MEDIDAS DE APREMIO. EL APERCIBIMIENTO ES UN REQUISITO MÍNIMO QUE DEBE REUNIR EL MANDAMIENTO DE AUTORIDAD PARA QUE SEA LEGAL LA APLICACIÓN DE AQUÉLLAS (LEGISLACIONES DEL DISTRITO FEDERAL Y DE LOS ESTADOS DE NUEVO LEÓN Y CHIAPAS). Si bien dentro de las legislaciones procesales civiles del Distrito Federal y de los Estados de Nuevo León y Chiapas, no se encuentra específicamente reglamentado el procedimiento para la imposición de una medida de apremio, dado que únicamente se enumeran cuáles se pueden aplicar, y tomando en consideración que el apercibimiento es una prevención especial de la autoridad hacia la persona a quien va dirigido el mandamiento, que especifica un hacer o dejar de hacer algo que debe cumplirse, que se concreta en una advertencia conminatoria respecto de una sanción que se puede aplicar en caso de incumplimiento, puede concluirse que de conformidad con lo dispuesto en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal que consagran los principios de legalidad y seguridad jurídica, para que sea legal la aplicación de la medida, la autoridad debe emitir su mandamiento en términos y bajo las condiciones establecidas por dichos principios para que el gobernado tenga la certeza de que aquél está conforme con las disposiciones legales y sus atribuciones; así, los requisitos mínimos que tal mandamiento debe contener son: 1) La existencia de una determinación jurisdiccional debidamente fundada y motivada, que deba ser cumplida por las partes o por alguna de las personas involucradas en el litigio, y 2) La comunicación oportuna, mediante notificación personal al obligado, con el apercibimiento de que, de no obedecerla, se le aplicará una medida de apremio precisa y concreta.”

(Énfasis añadido)

En razón a lo analizado con anterioridad en esta sentencia, es inconcuso que el acto impugnado carece de fundamentación y motivación, ya que la autoridad omite precisar cuáles fueron los hechos concretos atribuidos a la parte actora; en qué fecha, modo, lugar y circunstancias se actualizó la supuesta infracción; qué disposición reglamentaria fue incumplida; cuál es la norma que prevé la infracción; cuál es la norma que autoriza la sanción; y qué parámetros se utilizaron para cuantificar la multa.
Por tanto, la sola referencia genérica a una “violación al Reglamento de Protección Civil” no satisface el deber de fundamentar y motivar, ya que para cumplir con esa exigencia, la autoridad debió citar los preceptos legales aplicables y explicar la adecuación entre los hechos atribuidos a la parte actora y la hipótesis normativa que consideró actualizada.
Además, la autoridad debió identificar la conducta típica, la norma infringida, la sanción aplicable y los elementos utilizados para individualizar el monto. Al no hacerlo, la parte actora quedó en estado de incertidumbre jurídica, pues no pudo conocer con precisión el motivo por el cual fue sancionada; cuál fue la disposición transgredida, ni por qué se determinó precisamente la cantidad de $**********.
En razón de todo lo anteriormente expuesto; ante la i) incompetencia del funcionario que dictó u ordenó el acto; y la ii) insuficiente fundamentación y motivación del acto impugnado, esta Segunda Sala Unitaria concluye, que la  -multa- interpuesta por la autoridad demandada, se ubica en la causal de ilegalidad e invalidez prevista por el artículo 250 fracción I y II del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luís Potosí.  
 

Lo anterior, conlleva, a determinar la NULIDAD TOTAL, del acto controvertido en este juicio, acorde con lo dispuesto por el artículo 251 del propio ordenamiento legal; 
 y toda vez que esta determinación es favorable al particular actor; y el acto fue declarado nulo, atendiendo a lo establecido en el párrafo tercero del artículo 252 del citado Código Procesal Administrativo, se deja sin legal efecto alguno quedando expeditas las facultades de la autoridad demandada.

No pasa inadvertido, que acorde con lo dispuesto en el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, al ser favorable la sentencia a la parte actora, las autoridades quedarán obligadas a otorgar o restituirle en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca; y al respecto, del análisis integral a la demanda, no se desprende que exista un diverso derecho por restituir al acciónate. 
Sirve de apoyo a la anterior determinación, por analogía y en su parte conducente, el criterio contenido en las tesis 2a./J. 99/2007 y 2a./J. 52/2001, localizables bajo el registro digital: 172182 y 188431 del Semanario Judicial de la Federación, que respectivamente disponen: 

“NULIDAD. LA DECRETADA POR INSUFICIENCIA EN LA FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, DEBE SER LISA Y LLANA. En congruencia con la jurisprudencia 2a./J. 52/2001 de esta Segunda Sala, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XIV, noviembre de 2001, página 32, con el rubro: "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO.", se concluye que cuando la autoridad emisora de un acto administrativo no cite con precisión el apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente o, en su caso, no transcriba el fragmento de la norma si ésta resulta compleja, que le conceda la facultad de emitir el acto de molestia, el particular quedaría en estado de inseguridad jurídica y de indefensión, al desconocer si aquélla tiene facultades para ello, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deberá declarar la nulidad lisa y llana del acto administrativo emitido por aquélla, esto es, no la vinculará a realizar acto alguno, por lo que su decisión no podrá tener un efecto conclusivo sobre el acto jurídico material que lo motivó, salvo el caso de excepción previsto en la jurisprudencia citada, consistente en que la resolución impugnada hubiese recaído a una petición, instancia o recurso, supuesto en el cual deberá ordenarse el dictado de una nueva en la que se subsane la insuficiente fundamentación legal.”
Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I,  III, y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 248, 250 fracción I y II, 251 primer párrafo, 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se

R E S U E L V E

PRIMERO. Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO. Se declara la ilegalidad e invalidez del acto impugnado, consistente en -multa por violación al reglamento de protección vivil (**********)-, y en consecuencia se determina su nulidad total, dejándolo sin efecto legal alguno; de acuerdo con los razonamientos precisados en la presente resolución.
TERCERO. Notifíquese.
Así lo resolvió y firma, la Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.-
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
[image: image4.emf]
� ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de u n grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad. .


� ARTÍCULO 220. La representación de las autoridades corresponderá por regla general a las unidades administrativas encargadas de su defensa jurídica, según lo dispongan las normas jurídicas aplicables. Podrán también, por medio de oficio acreditar delegados que concurran a las audiencias con facultades para rendir pruebas y alegar. Cuando la personalidad de la autoridad conste en el Periódico Oficial del Estado, bastará que se indique la fecha de su publicación. En los demás casos, la personalidad de la autoridad demandada, se acreditará con la copia certificada del nombramiento conferido.


� ARTÍCULO 78. Sólo se tomará en cuenta la confesión de las partes cuando se encuentre contenida en sus escritos de demanda y de contestación, de ampliación de demanda y de contestación a la misma; así como las reglas de la confesional, cuando sean necesarias para el desahogo de otras probanzas. 


ARTÍCULO 241. Si la parte demandada no produce su contestación dentro del término legal, la Sala, de oficio, declarará la preclusión del derecho correspondiente, teniendo por contestada la demanda en sentido afirmativo salvo prueba en contrario


� ARTÍCULO 15. Son días hábiles para la promoción, substanciación, y resolución de los procedimientos administrativos y juicios previstos en este Código: todos los días del año; excepto, sábados y domingos; los señalados en el artículo 74 de la Ley Federal del Trabajo; los días de descanso obligatorio ; así como aquellos en los que la dependencia o entidad o el Tribunal, según sea el caso, decrete sus periodos vacacionales o suspenda sus labores, lo que harán del conocimiento público mediante acuerdo del titular de la dependencia o entidad respectiva, que se publicará en estrados, en las páginas electrónicas respectivas y en el Periódico Oficial del Estado “Plan de San Luis”, o en la gaceta municipal que corresponda. En este último caso, la existencia de personal de guardia encargado del trámite de lo urgente, no habilitará los días.


� ARTÍCULO 230. Son partes en el juicio contencioso administrativo. I. El actor, que puede ser el particular que se sienta afectado por actos o resoluciones de las autoridades; o la autoridad, cuando impugne una resolución administrativa o fiscal favorable a aquéllos , por considerar que lesión a la administración pública o al interés público;


ARTÍCULO 231. Sólo podrán demandar o intervenir en el juicio, las personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión. 


Tienen interés jurídico los titulares de un derecho subjetivo, e interés legítimo quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de u n grupo de individuos diferenciados del conjunto general de la sociedad.


� Registro digital: 2017911, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Décima Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: XXV.3o.1 A (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 58, Septiembre de 2018, Tomo III, página 2385, Tipo: Aislada.





� Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618


� Tesis de Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable de acuerdo a los datos y rubro siguientes: Séptima Época, Registro: 394216, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 260, Página: 175.





� Octava Época Registro: 216534 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tipo de Tesis: Jurisprudencia Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación Núm. 64, Abril de 1993 Materia(s): Administrativa Tesis: VI. 2o. J/248 Página: 43 





� Registro digital: 189438, Instancia: Primera Sala, Novena Época, Materias(s): Civil, Tesis: 1a./J. 20/2001, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XIII, Junio de 2001, página 122, Tipo: Jurisprudencia


� ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución, II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso;


� ARTÍCULO 251. Las sentencias definitivas deberán reconocer total o parcialmente la legalidad y validez de la resolución o acto impugnado; declarar total o parcialmente la nulidad de los mismos y de las consecuencias que de éstos se deriven, o decretar la nulidad del acto o resolución modificándolos para determinado efecto, debiendo precisar con claridad la forma y términos en que la autoridad debe cumplir, salvo cuando se trate de facultades discrecionales.


ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca. (…)  Cuando se decrete la nulidad de una resolución fiscal o administrativa favorable a un particular quedará ésta sin efecto, quedando expeditos los derechos de las autoridades. 
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